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Panel integrado por su presidente, el Juez Ramos Torres, la Jueza Rivera 
Marchand y el Juez Rodríguez Casillas1. 
 
Ramos Torres, Juez Ponente 
 

SENTENCIA 

En San Juan, Puerto Rico a 29 de abril de 2021. 

Comparece el peticionario Condado 3, LLC (Condado 3) mediante 

un recurso discrecional de certiorari. Nos solicita la revocación de una 

Resolución postsentencia, emitida el 6 de noviembre de 2019 y notificada 

al día siguiente, por el Tribunal de Primera Instancia, Sala de Quebradillas 

(Tribunal o TPI). Mediante el aludido dictamen, en la etapa de 

reconsideración, el Tribunal declaró No Ha Lugar la Moción de Ejecución 

de Sentencia instada por el peticionario, bajo el argumento de que el 

pagaré no era un instrumento negociable. 

 A continuación, reseñamos los hechos procesales relevantes, 

seguidos del marco doctrinal pertinente a la controversia de autos. 

I. 

 El 21 de junio de 2010, Westernbank Puerto Rico (Westernbank) 

concedió un préstamo hipotecario para uso personal, por la suma principal 

 
1 Mediante Orden Administrativa TA-2020-049 de 11 de febrero de 2020, se designó al 
Hon. Roberto Rodríguez Casillas para entender y votar en el caso de epígrafe en 
sustitución de la Hon. Gretchen Coll Martí, quien se acogió al retiro el 31 de enero de 2020. 
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de $150,000.00 a intereses variables, al señor Rafael Morales Padín y a su 

esposa, la señora Nilda Rosa Morales Rodríguez, quienes están casados 

bajo el régimen de sociedad legal de gananciales (recurridos, matrimonio o 

esposos Morales-Morales).2 En la misma fecha, los recurridos suscribieron 

ante notario público un Pagaré Hipotecario No Negociable, con 

vencimiento a la presentación por $150,000.00.3 A través de este 

instrumento de crédito, el matrimonio Morales-Morales se obligó a pagar 

solidariamente a favor de Westernbank la suma principal, más los intereses 

sobre el balance adeudado,4 recargos por mora y el pago de costas, gastos 

y honorarios de abogado pactados en $15,000.00. El pagaré consigna 

que la obligación está garantizada por hipoteca; y expresa que «[e]l 

tenedor de este pagaré tendrá el beneficio de todas las condiciones y 

disposiciones de dicha escritura». A tales efectos, ese mismo día, los 

esposos Morales-Morales otorgaron la Escritura de Hipoteca en Garantía 

número 108.5 Mediante la referida escritura pública, gravaron una 

propiedad sita en Quebradillas.6 Además, suscribieron, bajo la fe pública 

notarial, un Acuerdo de Gravamen Mobiliario para responder por la deuda 

con garantías adicionales.7 

Nueve días después del negocio descrito, el 30 de abril de 2010, 

Westernbank cesó funciones por orden del Comisionado de la Oficina de 

Instituciones Financieras. La Federal Deposit Insurance Corporation (FDIC) 

fue designada como su síndico para liquidar sus activos y pasivos. En ese 

ejercicio, el Banco Popular de Puerto Rico (Banco Popular) adquirió gran 

parte de los activos de Westernbank, entre los cuales estaba el préstamo 

objeto de este litigio.  

 
2  Apéndice del recurso, págs. 1-6. 
3  Apéndice del recurso, págs. 7-9. 
4  Los intereses pactados fueron a razón de 7.49% anual, a partir del 21 de abril de 2010 
y durante los 36 meses siguientes. Luego, durante periodos consecutivos de 36 meses, 
«a razón del tipo fijo resultante al añadir un (1) punto(s) porcentual(es) a la Tasa 
Preferencial (“prime rate”) según establecido de cuando en cuando por el Citibank, N.A. 
en la ciudad de New York, vigente al comenzar cada periodo consecutivo de treinta y seis 
(36) meses, o al seis punto veinte y cuatro por ciento (6.24%) anual, cual sea mayor, hasta 
su total y completo pago». Apéndice del recurso, pág. 7. 
5  Apéndice del recurso, págs. 14-27. 
6  Finca 2,607, inscrita en el Tomo 59, Folio 16, del Registro de la Propiedad, Sección 
Segunda de Arecibo. 
7  Apéndice del recurso, págs. 10-13. 
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Posteriormente, debido al impago de la obligación por parte de los 

recurridos al Banco Popular, el 11 de abril de 2014, al amparo de la Regla 

35.4 de Procedimiento Civil, infra, el matrimonio Morales-Morales y el 

acreedor hipotecario suscribieron una Estipulación sobre Plan de Pago 

y de Sentencia por Consentimiento (Estipulación), la cual fue 

juramentada ante notario público.8 En el acuerdo, los esposos Morales-

Morales aceptaron la obligación precedente y, a la fecha indicada, 

reconocieron una deuda de $133,533.78 de principal, más $6,375.19 por 

intereses acumulados, entre otras cuantías líquidas, las cuales estaban 

vencidas y eran exigibles. Mediante el acuerdo, el matrimonio Morales-

Morales se comprometió a realizar doce pagos de $600.00; así como a 

refinanciar el préstamo con otra institución financiera o vender la propiedad 

para satisfacer la acreencia a favor del Banco Popular. Al cabo del año, los 

contratantes pactaron que el Banco Popular, a su discreción, podía solicitar 

el pago total de la deuda o evaluar un nuevo plan de pago. Reza la 

Estipulación:9 

[…] 
 
o. LOS DEUDORES, a su vez, consienten y estipulan a 
que, este Honorable Tribunal dictará sentencia sin la 
celebración de un juicio o sin haberse iniciado un pleito, 
con la radicación de este documento ante este Honorable 
Tribunal con el consentimiento de todas las partes 
envueltas [sic]; teniendo conocimiento que una vez la 
sentencia sea registrada y notificada por el Secretario del 
Tribunal la misma advendrá final y firme desde la fecha 
de su registro.  
 
p. LOS DEUDORES reconocen que en caso de cualquier 
incumplimiento por su parte, de cualesquiera de los términos 
y condiciones de esta estipulación y/o en la eventualidad de 
que no se salde la deuda a la fecha estipulada para ello, 
o sea, culminado el periodo de doce (12) meses, el 
BANCO podrá solicitar de este Honorable Tribunal la 
ejecución de la sentencia dictada por este Tribunal, y 
reconoce que adeudará al demandante o a EL BANCO en 
ese momento, el principal del préstamo que hasta ese 
momento no se hubiese satisfecho, incluyendo intereses 
acumulados, recargos, cargos, adelantos, gastos y/o 
penalidades que  hayan acumulados y que se continúen 
acumulando hasta el pago total de la deuda, bajo los 
diferentes contratos y acuerdos prestatarios antes  
relacionados, más las costas, gastos y honorarios de 

 
8  Apéndice del recurso, págs. 28-39. 
9  Apéndice del recurso, págs. 32-33. 
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abogados pactados en el pagaré operacional o de caja y las 
hipotecas que garantizan los pagarés dados en garantía, 
cuyas sumas LOS DEUDORES reconocen son líquidas y 
exigibles.  
 
q. A estos efectos LOS DEUDORES se someten libre y 
voluntariamente a la jurisdicción y competencia de ese 
Honorable Tribunal y acuerdan que estarán impedidos de 
objetar, entorpecer o impugnar dicho procedimiento, o la 
competencia del mismo. La Sentencia por estipulación de las 
partes, dictada en este caso, de conformidad con esta 
Estipulación, dispondrá lo siguiente: 
 

i. Que de no efectuarse el pago de las sumas de 
dinero adeudadas dentro del término acordado en 
esta ESTIPULACIÓN, todas las garantías 
otorgadas, incluyendo el bien inmueble 
hipotecado, al igual que los pagarés hipotecarios 
dados en prenda, y los bienes muebles dados en 
garantía, serán ejecutados, y los bienes muebles y 
el inmueble relacionados en este acuerdo serán 
vendidos en la pública subasta y las cantidades 
adeudadas a EL BANCO le serán satisfechas con el 
producto de la venta del inmueble y de los bienes 
muebles y la ejecución de las prendas, hasta la suma 
garantizada, permaneciendo responsables LOS 
DEUDORES, de forma solidaria, por cualquier 
deficiencia y/o balance insoluto tras aplicársele el 
producto de la venta y ejecución a las sumas 
adeudadas; 
 
ii. Se ordenará además en la sentencia la venta y 
ejecución de cualesquiera otros bienes de los 
deudores, muebles o inmuebles, hasta dejar pagado 
saldo cualquier deuda, deficiencia o parte insólita de la 
sentencia que no sea cubierta con el producto de la 
venta la ejecución del inmueble hipotecado, o las 
prendas ejecutadas todo ello a discreción del Banco 
Popular, sin necesidad de excusión; 
 
iii. Que una vez celebrada la subasta y vendida la 
propiedad inmueble hipotecada, los adjudicatarios 
sean puestos en posesión del inmueble hipotecado 
dentro del término de veinte (20) días por el Alguacil 
del Honorable Tribunal y los actuales poseedores 
lanzados del referido inmueble.  
 
[…] (Énfasis nuestro). 
 

 Las partes acordaron que la Estipulación obligaba y redundaba para 

el beneficioso de los contratantes «y sus respectivos sucesores y 

cesionarios».10 Aceptaron la validez y exigibilidad de las obligaciones 

contraídas, que la Estipulación no era una novación y estuvieron conformes 

con que el Tribunal dictara sentencia en su contra y a favor del Banco 

 
10  Apéndice del recurso, pág. 35, acápite 4 (b).  
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Popular, en el caso de incumplimiento con cualquiera de las disposiciones 

estipuladas.11 Del mismo modo, los recurridos afirmaron haber suscrito el 

acuerdo de manera informada y voluntariamente.12 

El 25 de abril de 2014, el Banco Popular presentó Moción 

Tramitando Estipulación sobre Plan de Pago y de Sentencia Por 

Consentimiento y Solicitando Sentencia ante la atención del Tribunal.13 El 

Banco Popular requirió al TPI que, al palio de la Regla 35.4 de 

Procedimiento Civil, infra, se condenara a los recurridos en el caso civil de 

autos, sobre cobro de dinero y ejecución de hipoteca por la vía ordinaria 

(CIAC2014-0013). El 29 de mayo de 2014, archivada en autos copia de 

la notificación el 5 de junio de 2014, el TPI dictó Sentencia, en la que 

impartió su aprobación a la Estipulación suscrita y la incorporó en 

todas sus partes al dictamen.14 A tales efectos, el TPI condenó a los 

esposos Morales-Morales y a la sociedad legal de gananciales 

conformada por estos «a pagar las cantidades estipuladas y a cumplir 

los acuerdos que se describen en la estipulación suscrita por las 

partes».15 (Énfasis nuestro). 

Así las cosas, el 28 de octubre de 2016, Condado 3 instó una 

moción informativa y solicitó la sustitución de parte, de conformidad 

con la Regla 22.3 de Procedimiento Civil, infra, sobre cesión de interés.16 

Indicó que el Banco Popular le transfirió una cartera de préstamos, entre 

los cuales estaba el préstamo del matrimonio Morales-Morales. Esto es, 

entre el Banco Popular y Condado 3 no se realizó una transmisión de 

carácter individualizado, pues se vendieron o cedieron todos los créditos 

en bloque. En este tipo de venta global de créditos hipotecarios, el 

adquirente o cesionario asume el riesgo de adquirir malos créditos.17 Según 

surge del expediente, el 30 de junio de 2016, el Banco Popular realizó un 

 
11 Apéndice del recurso, págs. 3031, acápite 2 (b) (c) (h); 38, acápites 4 (o) (q) (r). 
12 Apéndice del recurso, pág. 37, acápite 4 (m). 
13 Apéndice del recurso, págs. 40-55. 
14 Apéndice del recurso, págs. 56-71. 
15 Apéndice del recurso, pág. 59. 
16 Apéndice del recurso, págs. 72-73. 
17 Véase DLJ Mortgage Capital, Inc. v. Santiago Martínez, 202 D.P.R. 950, 977-978 (2019), 
Opinión de Conformidad. 
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endoso a su favor en un allonge del pagaré.18 El peticionario acotó que le 

interesaba ejercitar su derecho conforme con los términos y condiciones 

del contrato de préstamo hipotecario. Añadió que, al haber adquirido por 

cesión de crédito la acreencia objeto de este caso, ostentaba el derecho a 

reclamar y se subrogaba en los derechos del acreedor original. El 13 de 

febrero de 2017, sin oposición de los esposos Morales-Morales, el TPI 

notificó la sustitución de la parte demandante por Condado 3.19 

Dentro del término de cinco años de la finalidad y firmeza de la 

Sentencia por Consentimiento, el 20 de septiembre de 2018, Condado 

3 solicitó ejecutar el dictamen.20 Sostuvo que, al 29 de agosto de 2018, 

el matrimonio Morales-Morales adeudaba un balance insoluto de 

$184,009.58, entre principal, intereses, cargos y gastos. En atención a lo 

anterior, requirió al TPI que ordenara la ejecución y venta en pública 

subasta del inmueble hipotecado.  

El 4 de octubre de 2018, los recurridos instaron su oposición al 

petitorio.21 Alegaron que el pagaré no era un instrumento negociable, lo 

cual surgía de su título. Plantearon que el pagaré tampoco contenía las 

palabras protocolarias de ser pagadero al portador o a la orden por lo que 

no cumplía con los requisitos de negociabilidad. Si bien reconocieron la 

adquisición de la obligación prestataria por parte del Banco Popular, por 

haberse dado dentro de un procedimiento especial de la FDIC, sostuvieron 

que ello no cambiaba la naturaleza del pagaré como uno no negociable. 

Adujeron que ellos declararon de manera inequívoca su deseo de que el 

pagaré no fuera negociable al así consignarlo y al omitir que fuera pagadero 

al portador o a la orden. Por igual, negaron la posibilidad de la existencia 

de un tenedor de buena fe; y adujeron que Condado 3 no tenía legitimación 

para solicitar la ejecución de la Sentencia por Consentimiento. 

Enunciaron:22 

 
18 Apéndice del recurso, pág. 9. 
19 Apéndice del recurso, págs. 74-75. 
20 Apéndice del recurso, págs. 76-78. Refiérase, además, al Apéndice de los recurridos, 
págs. 30-31. 
21 Apéndice del recurso, págs. 79-83. 
22 Apéndice del recurso, pág. 81, acápite 11. 
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En ausencia de dicho compromiso pactado en el 
«instrumento», el autor del mismo no se compromete a 
pagarle a nadie que no sea la persona designada en el 
pagaré. En el presente caso el «deudor» se comprometió 
a pagar determinada suma de dinero a la presentación del 
pagaré única y exclusivamente a WESTERNBANK y no a 
un tercero ya que no hizo del instrumento otorgado uno 
pagadero «al portador» o «a la orden» y por ende uno 
negociable. (Énfasis nuestro). 
 
El 29 de noviembre de 2018, notificada el 5 de diciembre de 2018, 

sin una réplica de Condado 3 por haber transcurrido el término provisto 

para ello, el TPI declaró No Ha Lugar la solicitud de ejecución de sentencia 

del peticionario.23 

No conteste, Condado 3 incoó una Moción de Reconsideración.24 

Alegó que la Sentencia por Consentimiento notificada el 5 de junio de 

2014, producto de una Estipulación entre las partes, era final y firme. 

Apostilló que los recurridos acordaron que los términos de la Sentencia por 

Consentimiento se suscribieron para el beneficio del Banco Popular o 

cualquier cesionario. Planteó que los esposos Morales-Morales 

consintieron que el acreedor hipotecario original cediera la acreencia. 

Esgrimió también que la determinación judicial de negar el procedimiento 

de ejecución era contraria al ordenamiento procesal civil y que le dejaba 

sin remedio, en violación al debido proceso de ley. Además, comentaron 

que «nuestro ordenamiento reconoce “la transmisibilidad de todos los 

derechos adquiridos en virtud de una obligación”».25 

En respuesta y sin entrar en los méritos de los argumentos 

esbozados por Condado 3, el 29 de enero de 2019, los esposos Morales-

Morales se limitaron a alegar que la solicitud de Condado 3 fue presentada 

tardíamente.26  

Entonces, el 6 de noviembre de 2019, notificada el día 7, el TPI dictó 

la Resolución impugnada en la que expresó: «[…] por no tratarse de un 

 
23 Apéndice del recurso, págs. 84-85. 
24 Apéndice del recurso, págs. 86-93. 
25 Apéndice del recurso, pág. 91, acápite 17, citando a Consejo de Titulares del 
Condominio Orquídeas v. C.R.U.V., 132 D.P.R. 707 (1993). 
26 Apéndice del recurso, págs. 94-96. Si bien el petitorio aparece registrado el 9 de enero 
de 2019, del sello en el documento surge que Condado 3 lo presentó el 20 de diciembre 
de 2018 en el Tribunal de Primera Instancia de Aguadilla. Así lo reconocieron los 
recurridos en la relación de hechos de su Alegato en Oposición, pág. 5, acápite 13.  
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“Instrumento Negociable”, se declara No Ha Lugar la Moción de 

Ejecución de Sentencia».27 (Énfasis nuestro). 

 Inconforme aún, el 9 de diciembre de 2019, Condado 3 presentó el 

recurso de certiorari de epígrafe en el que esbozó los siguientes 

señalamientos de error: 

Erró el TPI al declarar No Ha Lugar la Moción de Ejecución 
de una Sentencia por Consentimiento y su Reconsideración, 
por no tratarse de un «instrumento negociable», en violación 
al principio de cesión de créditos y a nuestro derecho 
constitucional a un debido proceso de ley. 
 
Erró el TPI al declarar No Ha Lugar la Moción de Ejecución 
de Sentencia por Estipulación, en contravención a la teoría 
general de los contratos y la doctrina de actos propios, 
violándose nuestro derecho constitucional a un debido 
proceso de ley. 

 
 Luego de atender ciertos asuntos interlocutorios que no son 

importantes pormenorizar, el 14 de julio de 2020, el matrimonio Morales-

Morales instó su Alegato en Oposición. Con el beneficio de ambas 

posturas, resolvemos. 

II. 

A. Auto de certiorari 

El auto de certiorari es el vehículo procesal que permite a un tribunal 

de mayor jerarquía revisar las determinaciones de un tribunal inferior. IG 

Builders v. BBVAPR, 185 D.P.R. 307, 337-338 (2012). Su propósito es 

revisar errores de derecho en lo procesal y lo sustantivo. El certiorari 

es un recurso de carácter discrecional que debe ser utilizado con cautela y 

por razones de peso. Torres Martínez v. Torres Ghigliotty, 175 D.P.R. 83, 

86 (2008); Pérez v. Tribunal de Distrito, 69 D.P.R. 4, 18 (1948). De ahí, que 

sólo proceda cuando no existe oportunidad de apelar ni cualquier otro 

recurso ordinario que proteja eficazmente los derechos del 

peticionario, o en aquellos casos en que la ley no provee un remedio 

adecuado para enmendar el error señalado. Pueblo v. Díaz De León, 

176 D.P.R. 913, 917-918 (2009); Negrón v. Srio. de Justicia, 154 D.P.R. 79, 

91, (2001). Así pues, por tratarse este caso de un dictamen postsentencia 

 
27 Apéndice del recurso, págs. 97-99. 
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y ante la indisponibilidad de otros métodos alternos para la revisión de la 

decisión impugnada, el trámite adecuado para que este Tribunal de 

Apelaciones revise, a su discreción, el presente recurso es el auto de 

certiorari. 

Como ocurre en todas las instancias en que se confiere 

discreción judicial, esta «no se da en un vacío ni en ausencia de otros 

parámetros», sino que debemos ceñirnos a los criterios delimitados 

en la Regla 40, infra. (Énfasis nuestro). Rivera Figueroa v. Joe’s European 

Shop, 183 D.P.R. 580, 596 (2011). En ese sentido, la discreción judicial no 

debe hacer abstracción del resto del derecho. La decisión tomada debe 

sostenerse en el estado de derecho aplicable a la cuestión planteada. 

Al ejercer debidamente nuestra facultad revisora sobre un caso, es 

necesario evaluar si a la luz de los criterios enumerados en la Regla 40 de 

nuestro Reglamento, 4 L.P.R.A. Ap. XXII-B, R. 40, se justifica nuestra 

intervención. En ella se detallan los elementos que debemos tomar en 

cuenta al ejercer tal facultad discrecional. IG Builders v. BBVAPR, supra, 

pág. 338; Feliberty v. Soc. de Gananciales, 147 D.P.R. 834, 837 (1999). 

Estos son:  

(A) Si el remedio y la disposición de la decisión recurrida, 

a diferencia de sus fundamentos, son contrarios a 

derecho. 

 

(B) Si la situación de hechos planteada es la más indicada 

para el análisis del problema. 

 

(C) Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y 

manifiesto en la apreciación de la prueba por el Tribunal 

de Primera Instancia. 

 

(D) Si el asunto planteado exige consideración más detenida 

a la luz de los autos originales, los cuales deberán ser 

elevados, o de alegatos más elaborados. 

 

(E) Si la etapa del procedimiento en que se presenta el caso 

es la más propicia para su consideración. 

 

(F) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa 

no causan un fraccionamiento indebido del pleito y una 

dilación indeseable en la solución final del litigio. 

 

(G) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa 
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evita un fracaso de la justicia. (Énfasis nuestro). 

 

Los criterios antes transcritos nos sirven de guía para poder 

determinar, de manera sabia y prudente, si procede nuestra intervención 

en el caso. Torres Martínez v. Torres Ghigliotty, supra, pág. 97. 

B. Regla 35.4 de Procedimiento Civil 

La Regla 35.4 de Procedimiento Civil provee para que un Tribunal 

dicte sentencia, conforme las partes lo han convenido y pretiriendo la 

celebración de un proceso judicial ordinario. Dispone la norma como sigue: 

(a) Podrá dictarse sentencia sin la celebración de un juicio o 

sin haberse iniciado un pleito, fundada en el 

consentimiento de una persona con capacidad legal 

para obligarse, ya sea por dinero debido o que haya 

de deber o para asegurar a otra contra responsabilidades 

eventuales contraídas a favor de la parte demandada, o 

por ambas cosas, en la forma prescrita en esta regla. Una 

vez el Tribunal pase juicio, la misma será registrada y 

notificada por el Secretario o Secretaria del Tribunal y 

advendrá final y firme desde la fecha de su registro. 

 
(b) Dicho consentimiento deberá aparecer de un escrito 

firmado bajo juramento por la parte demandada, 

haciendo constar lo siguiente: 

  
1. Su autorización para que se dicte sentencia en 

su contra por una suma determinada. 
 
2. Si es por dinero debido o que haya de deberse, 

expondrá concisamente los hechos y el origen 
de la deuda, y demostrará que la suma consentida 
se debe o se deberá en justicia. 

 
3. Si es con el fin de garantizar a la parte demandante 

contra una responsabilidad eventual, expondrá 
concisamente los hechos constitutivos de la 
responsabilidad y demostrará que la suma 
consentida no excede del importe de la 
responsabilidad. (Énfasis nuestro). 32 L.P.R.A. Ap. 
V, R. 35.4. 

 
Mediante la sentencia dictada bajo la Regla 35.4 de Procedimiento 

Civil, supra, también conocida como sentencia por confesión o sentencia 

por consentimiento, una parte confiesa que adeuda a otra una suma 

dineraria y acepta que un tribunal dicte sentencia en su contra, sin la 

celebración de un juicio. R. Hernández Colón, Práctica jurídica de Puerto 

Rico: Derecho procesal civil, 5ta ed., LexisNexis, 2010, § 3809, pág. 367, 

que cita a E.L.A. v. Isla Verde Inv. Corp., 98 D.P.R. 255, 258-259 (1970). 
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De acuerdo con el derecho común de donde proviene la antiquísima figura, 

una sentencia por consentimiento es aquella dictada a favor del 

demandante, cuando el demandado, en vez de oponerse a la demanda, 

confiesa la reclamación a favor del demandante. González v. López 

Quiñones, 46 D.P.R. 843, 847 (1934). La norma permite que se dicte 

sentencia, sin necesidad de promover un pleito ordinario, ni emplazar 

al demandado, ni celebrar el juicio, siempre y cuando se cumplan con 

los requisitos establecidos en la norma procesal, tal como que el 

consentimiento fue suscrito bajo juramento por una persona con 

capacidad legal para obligarse. J. Cuevas Segarra, Tratado de Derecho 

Procesal Civil, T. III, Publicaciones JTS, 2011, pág. 1036. Sobre este 

mecanismo, el Tribunal Supremo de Puerto Rico ha opinado que no existe 

ningún impedimento constitucional en que las partes utilicen la sentencia 

por consentimiento, toda vez que el procedimiento está regulado por el 

ordenamiento jurídico. E.L.A. v. Isla Verde Inv. Corp. pág. 261. Asimismo, 

a través de la Regla 35.4 de Procedimiento Civil, supra, el demandado 

renuncia a instar un recurso de apelación. Cuevas Segarra, supra, pág. 

1037. Sin embargo, el Tribunal Supremo ha apuntado que el deudor 

demandado no está huérfano de remedios contra la sentencia por 

consentimiento que se dicte en su contra, ya que a este se le ha reconocido 

el derecho de solicitar que se deje sin efecto, al palio de la Regla 49.2 de 

Procedimiento Civil, 32 L.P.R.A. Ap. V, R. 49.2, sobre relevo de sentencia. 

Id., pág. 260. Claro está, los tribunales ejercen su discreción al considerar 

este tipo de petición. Id. 

C. Regla 51.1 de Procedimiento Civil 

La Regla 51.1 de Procedimiento Civil regula el proceso 

postsentencia. Estatuye la norma: 

La parte a cuyo favor se dicte sentencia podrá ejecutarla 
mediante el procedimiento fijado en esta Regla 51, en cualquier 
tiempo dentro de cinco (5) años de esta ser firme. Expirado dicho 
término, la sentencia podrá ejecutarse mediante autorización del 
tribunal, a moción de parte y previa notificación a todas las partes. 
Si después de registrada la sentencia se suspende su ejecución por 
una orden o sentencia del tribunal, o por efecto de ley, el tiempo 
durante el cual ha sido suspendida dicha ejecución deberá excluirse 
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del cómputo de los cinco (5) años durante los cuales podrá 
expedirse el mandamiento de ejecución. (Énfasis nuestro). 32 
L.P.R.A. Ap. V, R. 51.1. 
  
Según lo dispuesto en el texto precitado, la parte a favor de quien se 

dicte una sentencia final y firme tiene disponible el mecanismo 

suplementario de la ejecución de sentencia para hacerla efectiva. Una 

sentencia final y firme es aquella contra la cual no cabe un recurso de 

apelación. Al momento en que una sentencia adviene final y firme tiene 

el efecto de cosa juzgada. J. Cuevas Segarra, supra, T. IV, pág. 1427. 

«Esta regla consagra el derecho a la tutela judicial efectiva mediante 

el reconocimiento del derecho a la ejecución de la sentencia en sus 

propios términos». (Énfasis nuestro). Id., págs. 1426-1427. En este 

sentido, «[e]l procedimiento de ejecución de sentencia le imprime 

continuidad a todo proceso judicial que culmina con una sentencia. Es 

necesario recurrir a la ejecución forzosa de una sentencia cuando la parte 

obligada incumple los términos de la sentencia». Mun. de San Juan v. Prof. 

Research, 171 D.P.R. 219, 247-248 (2007). Una vez se ejecuta y se 

satisface la sentencia, el proceso judicial se finiquita. 

Como surge de la norma procesal, dentro del término de los cinco 

años de la finalidad y firmeza de la sentencia que se pretende hacer 

efectiva, no se tiene que presentar moción al Tribunal ni notificar a la 

parte contraria. Avilés Vega v. Torres, 97 D.P.R. 144, 148 (1969). De 

hecho, la notificación de la ejecución a la parte durante este tiempo se 

desfavorece por razón de que «tendría el efecto de prevenir al deudor 

dándole la oportunidad para esconder o transferir propiedades y frustrar así 

el propósito del mandato de ejecución». Id. pág. 149. «Es propio asumir 

que todo litigante sabe las consecuencias de una sentencia en su 

contra». Figueroa v. Banco de San Juan, 108 D.P.R. 680, 690 (1979). Por 

lo tanto, si la ejecución de sentencia se realiza dentro del plazo de cinco 

años de haberse dictado la sentencia, la parte victoriosa sólo tiene que 

presentar su sentencia final y firme en la Secretaría del Tribunal y obtener 

un mandamiento de ejecución de sentencia. Presentes las condiciones de 
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la Regla 51.1, supra, debe expedirse el mandamiento. Lawton v. Porto Rico 

Fruit Exchange, 42 D.P.R. 291, 300 (1931). Únicamente cuando expira el 

lustro es que se requiere la autorización del Tribunal para la ejecución de 

la sentencia, previa solicitud y notificación a todas las partes. 32 L.P.R.A. 

Ap. V, 51.1; Mun. de San Juan v. Prof. Research, 171 D.P.R. 219, 248 

(2007); Igaravidez v. Ricci, 147 D.P.R. 1, 7 (1998). Es decir, transcurrido el 

término de cinco años antes discutido, al Tribunal le corresponde indagar 

sobre la demora; y a la parte promovente justificarla con hechos 

concretos. Banco Terr. y Agríc. de P.R. v. Marcial, 44 D.P.R. 129, 132 

(1932). El tribunal aprobará la ejecución solicitada si, basado en los hechos 

probados, queda convencido de que la sentencia no ha sido satisfecha y 

de que no existe otra razón que impida su ejecución. Id. 

D. Cesión de instrumentos negociables e instrumentos no 

negociables 

Dice el profesor Miguel Garay Aubán: «La palabra instrumento 

significa un documento, un escrito. El adjetivo negociable denota la 

disposición que tienen ciertas cosas para ser transmitidas a cambio de un 

precio o contraprestación. El término instrumento negociable se utiliza para 

designar una clase de documentos de crédito que confieren a su titular el 

derecho a obtener el pago de una suma de dinero, y a los cuales el 

ordenamiento jurídico confiere una especial facilidad para circular y 

otras características peculiares». (Énfasis nuestro y bastardillas en el 

original). M. Garay Aubán, Derecho cambiario, Instrumentos Negociables, 

Ed. Bibliográficas, 2009, pág. 1. En Puerto Rico, el ordenamiento jurídico 

que gobierna la figura de instrumentos negociables es el derecho 

cambiario, regulado en la Ley Núm. 208, del 17 de agosto de 1995, según 

enmendada, Ley de Transacciones Comerciales de Puerto Rico (Ley de 

Transacciones Comerciales), 19 LPRA sec. 401, et seq.; Cruz Consulting 

v. El Legado, 191 D.P.R. 499, 508 (2014). El aludido estatuto simplificó, 

clarificó y modernizó el derecho que regía las transacciones comerciales, 

uniformó el derecho entre las diversas jurisdicciones y permitió la continua 
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expansión de las prácticas comerciales. Cruz Consulting v. El Legado, 

págs. 508-509.  

No obstante, en el caso de los instrumentos no negociables, el 

tratadista expone que son documentos de crédito que evidencian 

deudas dinerarias y que se rigen por las normas generales de las 

obligaciones. Garay Aubán, supra, pág. 3. En común, tanto los 

instrumentos negociables como los instrumentos no negociables se 

consideran bienes muebles, patrimoniales, que se crean y se transmiten 

como consecuencia de un negocio jurídico entre dos o más partes. Id., pág. 

4.  

Son en efecto un activo de la persona que tiene derecho a 

cobrar la cantidad representada en el documento y un pasivo 

de la persona obligada a pagar. Ambas clases de 

documentos pueden ser vendidos, comprados, donados, 

heredados, perdidos, encontrados, ocupados, 

depositados, embargados, dados en prenda, cedidos en 

usufructo y, en general, adquiridos o enajenados por 

todos los medios permitidos por las leyes. (Énfasis 

nuestro). Id., que cita a R. Uría, Derecho mercantil, 4ta. ed., 

Imprenta Aguirre, Madrid, pág. 649 (1964) y al Art. 549 del 

Cód. Civil de 1930, 31 L.P.R.A. sec. 1931.28 

 

Ahora bien, una de las diferencias principales entre ambos 

instrumentos, negociables y no negociables, estriba en que «un documento 

de crédito no negociable es una evidencia documental de una obligación 

que puede nacer, transformarse y extinguirse fuera del documento. Por el 

contrario, un instrumento negociable es una obligación incorporada a un 

documento, que para extinguirse o transformarse requiere generalmente 

que el documento mismo se extinga o se transforme». (Énfasis en el 

original y subrayado nuestro). Garay Aubán, supra, pág. 5. Otra distinción 

entre los instrumentos negociables y no negociables es que el documento 

no negociable circula por cesión, limitándose a la acreencia evidenciada 

en el mismo, la cual está sujeta a todas las defensas que el deudor pueda 

 
28 Actualmente, el Código Civil de 1930 está derogado, pero constituía el derecho vigente 
al caso de autos. El Artículo 549 del Código Civil de 1930, 31 L.P.R.A. sec. 1931, disponía: 
«La propiedad se adquiere por la ocupación. La propiedad y los demás derechos sobre 
los bienes se adquieren y transmiten por la ley, por donación, por sucesión testada e 
intestada y por consecuencia de ciertos contratos mediante la tradición. Puede también 
adquirirse por medio de la prescripción».  
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oponer al acreedor. El instrumento negociable, de otro lado, puede ser 

objeto de una negociación y el nuevo tenedor de buena fe podría incluso 

adquirir un derecho superior al del transmitente. Id., pág. 6. El tenedor de 

buena fe de un instrumento negociable es «inmune a casi todas las 

excepciones o defensas que pueda oponer el obligado a pagar el 

instrumento…». Id., pág. 7. 

El profesor Garay Aubán menciona otras diferencias entre ambos 

instrumentos. Por ejemplo, la transmisión o cesión de un documento no 

negociable requiere la notificación de la cesión al deudor para que este 

quede obligado ante el nuevo acreedor. Id., pág. 5. Sin embargo, en el caso 

de los documentos negociables el cambio de acreedor puede variar de 

manera sencilla, porque la obligación de pagar ya está incorporada en el 

propio instrumento. Otra distinción significativa entre estos instrumentos de 

crédito es que «[e]l cedente de un documento no negociable únicamente 

garantiza al cesionario que el crédito es legítimo, pero no garantiza la 

solvencia del deudor,…». (Énfasis nuestro). Id., pág. 8; véase Art. 1419 del 

Cód. Civil de 1930, 31 L.P.R.A. sec. 3944.29 Lo anterior, salvo determinadas 

circunstancias, deja al cesionario prácticamente sin reclamo ante el 

cedente. A diferencia de lo expuesto, el tenedor de buena fe de un 

instrumento negociable puede hacer un aviso oportuno al endosante del 

documento de crédito para que este responda por la insolvencia del deudor. 

Id. Cuando el transmitente del instrumento negociable lo endosa, no sólo 

responde al tenedor de buena fe por la legitimidad del crédito, «sino que se 

convierte, además, en un fiador que deberá pagar si el obligado a pagar el 

instrumento no quiere o no puede pagarlo». Id., pág. 9. Siendo así, los 

 
29 El Artículo 1419 del Cód. Civil de 1930 disponía: «El vendedor de buena fe responderá 
de la existencia y legitimidad del crédito al tiempo de la venta, a no ser que se haya vendido 
como dudoso, pero no de la solvencia del deudor, a menos de haberse estipulado 
expresamente, o de que la insolvencia fuese anterior y pública. […]». 31 L.P.R.A. sec. 
3944. Es pertinente, además, el Artículo 1420 del Cód. Civil de 1930: «Cuando el cedente 
de buena fe se hubiese hecho responsable de la solvencia del deudor, y los contratantes 
no hubieran estipulado nada sobre la duración de la responsabilidad, durará sólo un (1) 
año, contado desde la cesión del crédito, si estaba ya vencido el plazo. Si el crédito fuere 
pagadero en término o plazo todavía no vencido, la responsabilidad cesará un (1) año 
después del vencimiento. Si el crédito consistiere en una renta perpetua, la 
responsabilidad se extinguirá a los diez (10) años, contados desde la fecha de la cesión». 
31 L.P.R.A. sec. 3945. 
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riesgos que enfrenta el cesionario de un documento no negociable son 

tales que, para facilitar su tráfico comercial, el cedente suele hacer un 

descuento en el precio, «muy por debajo de su valor nominal» pues lo que 

se obtiene es una mera evidencia de una obligación, que se modifica o se 

extingue fuera del instrumento y en el cual gobierna el ordenamiento 

general de las obligaciones.  Id., págs. 3 y 9. 

El tratadista abunda sobre dos situaciones excepcionales para que 

un instrumento, a pesar de reunir todos los requisitos de negociabilidad, no 

se considere un documento negociable y, por ende, no se rija por el 

Capítulo 2 de la Ley de Transacciones Comerciales, supra. Id., pág. 105. 

La primera exclusión está regulada en el estatuto y se refiere al dinero, a 

las órdenes de pago y a los valores de inversión. Id.; 19 L.P.R.A. sec. 502 

(a). «La segunda excepción puede ser creada, bajo ciertas condiciones, 

por el emisor del instrumento si declarara en el mismo documento su 

voluntad de que el mismo no sea negociable». (Énfasis nuestro). Id., 

pág. 105. 

La persona que redacta un documento de crédito tiene libertad para 
decidir si el documento en cuestión habrá de ser o no un 
instrumento negociable. Una forma sencilla de evitar la 
negociabilidad de un documento (excepto en el caso de un cheque) 
es omitir si el mismo es pagadero a la orden o al portador. 
 
[…] 
 
La [Ley de Transacciones Comerciales, supra] también permite que 
una persona redacte un instrumento que cumpla con todos los 
requisitos de negociabilidad, y destruya su negociabilidad 
declarando en el mismo documento su deseo de que no sea un 
instrumento negociable. (Énfasis nuestro). Id., pág. 107.  
 
Ahora, para que pueda destruirse la negociabilidad del instrumento 

mediante una declaración a tales efectos, la Sección 2-104 (d) de la Ley de 

Transacciones Comerciales, 19 L.P.R.A. sec. 504 (d), requiere la 

concurrencia de dos condiciones: (1) que el instrumento no sea un 

cheque; y (2) que el instrumento contenga una declaración conspicua, 

expresada de cualquier forma, a los efectos de que la orden o promesa 

no es negociable. Id., pág. 108. «Un término de una cláusula es conspicuo 

cuando está redactado de tal forma que una persona razonable, que será 
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afectada por el mismo, deberá notarlo. Un encabezamiento escrito en 

letras mayúsculas […] es conspicuo.  El lenguaje en el texto de un 

formulario es “conspicuo” si está escrito en letras más grandes o en otro 

tipo de letra o color». (Énfasis nuestro). 19 L.P.R.A. sec. 451 (10). 

Por otra parte, constituye un principio general en nuestro 

ordenamiento la transmisibilidad de todos los derechos adquiridos en 

virtud de una obligación. El Artículo 1065 del Código Civil de 1930 

establecía al respecto: «Todos los derechos adquiridos en virtud de una 

obligación son transmisibles con sujeción a las leyes, si no se hubiese 

pactado lo contrario». 31 L.P.R.A. sec. 3029. En ese sentido, el Tribunal 

Supremo de Puerto Rico ha opinado que los créditos siempre serán 

transmisibles, salvo que concurra algún caso de incedibilidad por haberse 

pactado, por prohibición legal o por la propia naturaleza del crédito. 

Consejo de Titulares v. C.R.U.V., 132 D.P.R. 707, 723 (1993).  

La figura de la cesión de crédito se ha definido como «aquella 

operación en virtud de la cual un tercero [cesionario], sustituyendo al 

acreedor [cedente] se convierte en el titular activo de una obligación que, 

no obstante, permanece la misma». IBEC v. Banco Comercial, 117 D.P.R. 

371, 376 (1986), que cita a F. Puig Peña, Compendio de Derecho Civil 

Español, 3ra ed., Madrid, Ed. Pirámide, 1976, T. III, págs. 242-243. El 

acreedor primitivo de un crédito transmite a otro la obligación para que este 

se subrogue y se convierta en el nuevo titular de la acreencia. La cesión 

no afecta la relación jurídica existente, la cual permanece inalterada. 

Por igual, se ha dicho que la transmisión del crédito que hace el cedente al 

cesionario cumple una función económica de mucha importancia y es de 

particular utilidad en la economía moderna. IBEC v. Banco Comercial, 

supra, pág. 376. Este negocio jurídico viabiliza la circulación de los créditos 

en el tráfico comercial. Id. Por lo expresado, es indispensable que, para que 

la cesión del crédito tenga eficacia, tiene que existir un crédito transmisible 

fundado en un título válido. Id., pág. 377.  
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El derecho civil pertinente establecía que «[l]a subrogación 

transfiere al subrogado el crédito con los derechos a él anexos, ya contra 

el deudor, ya contra los terceros, sean fiadores o poseedores de las 

hipotecas». Art. 1166 del Cód. Civil de 1930, 31 L.P.R.A. sec. 3250. Por 

ello, «[l]a obligación de dar cosa determinada comprende la de entregar 

todos sus accesorios, aunque no hayan sido mencionados». Art. 1050 del 

Cód. Civil de 1930, 31 L.P.R.A. sec. 3014. En lo que compete al caso de 

marras, «[l]a venta o cesión de un crédito comprende la de todos los 

derechos accesorios, como la fianza, hipoteca, prenda o privilegio». 

(Énfasis nuestro). Art. 1418 del Cód. Civil de 1930, 31 L.P.R.A. sec. 3943.  

III. 

 En la presente causa, Condado 3 alega que el Tribunal incidió al 

declarar No Ha Lugar la solicitud para la ejecución de la Sentencia por 

Consentimiento, basado en que el instrumento no era negociable. 

Asimismo, sostiene que la determinación judicial es contraria al 

ordenamiento contractual y a la doctrina de actos propios. 

 Como cuestión de umbral, es menester aclarar la naturaleza del 

pagaré que generó la controversia. En lo pertinente la Sección 2-104 de la 

Ley de Transacciones Comerciales, supra, dispone: 

Sección 2-104. — Instrumento Negociable. 
  
(a) Salvo según se dispone en las subsecciones (c) y (d), 

“instrumento negociable” significa una promesa o 

una orden incondicional de pago de una cantidad 

específica de dinero, con o sin intereses u otros cargos 

descritos en la promesa u orden, si el mismo:  

 
(1) es pagadero al portador o a la orden al momento de su 

emisión o cuando primero adviene a la posesión de un 

tenedor; 

 
(2) es pagadero a la presentación o en una fecha 

específica; y 

 

(3) no especifica otro compromiso o instrucción por parte 

de la persona que promete u ordena el pago que no sea 

el pago del dinero, pero la promesa u orden puede 

contener (i) un compromiso o poder para dar, 

mantener o proteger colateral para garantizar el pago, 

(ii) una autorización o poder al tenedor para admitir 

sentencia o liquidar la colateral o disponer de ella de otra 

forma, o (iii) una renuncia al beneficio de cualquier ley que 
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exista concediéndole una ventaja o protección a un 

deudor.  

 
(b) “Instrumento” significa un instrumento negociable. 

(Énfasis nuestro). 

 
(c) Una orden que reúna todos los requisitos de la 

subsección (a), con la excepción del párrafo (1), y que de 

otra forma esté comprendida dentro de la definición de 

“cheque” en la subsección (f), es un instrumento 

negociable y un cheque. 

 
(d) Toda promesa u orden que no sea un cheque, no es un 

instrumento si, al momento de su emisión o cuando 

primero adviene a la posesión de un tenedor, la 

misma contiene una declaración conspicua, 

expresada de cualquier forma, a los efectos de que la 

orden o promesa no es negociable, o no es un 

instrumento regido por las disposiciones de este 

capítulo. 

 
(e) Un instrumento es un “pagaré” si es una promesa y 

es un “giro” si es una orden. Si un instrumento cae bajo 

las definiciones tanto de un "giro" como de un “pagaré”, la 

persona con derecho a exigir su cumplimiento puede 

tratarlo como cualquiera de los dos. 

 
(f) “Cheque” significa (i) un “giro”, siempre que no sea un giro 

documentario, pagadero a la presentación y librado 

contra un banco o (ii) un cheque del gerente o un cheque 

de pagador-receptor. Un instrumento puede ser un 

cheque aunque en su faz sea descrito con otro término, 

tal como “giro postal”. (Énfasis nuestro). 19 L.P.R.A. sec. 

504 (a-f). 

 
 El ordenamiento aplicable define el término promesa como un 

compromiso escrito de pagar dinero, suscrito por el deudor. 19 

L.P.R.A. sec. 503 (a) (9). Por igual, un pagaré es pagadero a la 

presentación si el mismo así lo especifica o si de otra forma indica que 

es pagadero cuando el tenedor lo exija o si no contiene fecha específica 

de pago. 19 LPRA sec. 508 (a). Al aplicar los anteriores requisitos al 

pagaré hipotecario que los esposos Morales-Morales suscribieron como 

deudores, podemos colegir que el instrumento cumple con los 

requerimientos para ser considerado un instrumento negociable. Del 

documento de crédito se desprende que los recurridos prometieron pagar 

a la presentación una suma principal de $150,000.00, más intereses 

variables según allí descritos y otros gastos. Del mismo modo, el pagaré 

hipotecario consigna que la obligación dineraria está garantizada por una 
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hipoteca constituida mediante la escritura pública número 108, autorizada 

en idéntica fecha, ante el mismo notario público que, a su vez, autenticó el 

juramento del pagaré hipotecario, el licenciado Leo Irizarry Román. En el 

documento público aludido se gravó una propiedad inmueble de los 

esposos Morales-Morales.  

Es sabido que «el mero hecho de estar garantizado por una hipoteca 

no derrota el carácter mueble de un pagaré hipotecario». DLJ Mortgage 

Capital, Inc. v. Santiago Martínez, 202 D.P.R. 950, 965 (2019). Un pagaré 

recoge, como obligación principal, la promesa de pago por parte de un 

deudor a su acreedor. La hipoteca, de otro lado, es secundaria a la 

obligación principal representada por el pagaré y sirve como garantía real. 

La hipoteca es la certeza que tiene el acreedor de que podrá cobrar su 

crédito, pues si el deudor no paga con su dinero, puede ejecutar la 

garantía y, entonces, el deudor paga con sus bienes. Id., págs. 978-979 

(Opinión de Conformidad). 

 Ahora bien, el pagaré suscrito por los recurridos, que ciertamente no 

responde a la precitada definición de un cheque, de manera conspicua, en 

el primer renglón del documento, centralizado, en letras mayúsculas y más 

oscuras, enfatizó el título «Pagaré Hipotecario No Negociable». Siendo 

así, es forzoso concluir que, a pesar de cumplir con los requisitos de un 

instrumento negociable, el documento de crédito en cuestión satisface los 

criterios de una de las dos excepciones para que un documento de crédito 

no se considere un instrumento negociable. El emisor del instrumento, 

Westernbank, declaró «en el mismo documento su voluntad de que el 

mismo no [fuera] negociable». Garay Aubán, supra, pág. 105; 19 L.P.R.A 

sec. 504 (d). Como esbozáramos antes, el profesor Garay Aubán aseveró 

que la persona que redacta el documento de crédito, en este caso 

Westernbank (no el deudor como plantearon los recurridos), tiene la 

prerrogativa para decidir si el documento emitido será o no un instrumento 

negociable. Añadió el tratadista que una manera sencilla de evitar la 

negociabilidad de un instrumento era omitiendo que el mismo fuera 
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pagadero a la orden o al portador. Id., pág. 107. Ese también fue el caso 

de este pagaré hipotecario. Por ende, somos de la opinión que el pagaré 

hipotecario suscrito por el matrimonio Morales-Morales es un instrumento 

no negociable. Aun cuando cumple con las características de una promesa 

de pago al amparo de la Ley de Transacciones Comerciales, Westernbank 

destruyó su negociabilidad, declarando de manera conspicua en el mismo 

documento su voluntad para que este fuera un instrumento no negociable. 

Sin embargo, como ilustró el reputado tratadista de derecho 

cambiario, independientemente que el documento de crédito sea o no un 

instrumento negociable, «[a]mbas clases de documentos pueden ser 

vendidos, comprados, donados, heredados, perdidos, encontrados, 

ocupados, depositados, embargados, dados en prenda, cedidos en 

usufructo y, en general, adquiridos o enajenados por todos los medios 

permitidos por las leyes». (Énfasis nuestro). Id., pág. 4. El ordenamiento 

jurídico de Puerto Rico provee para la libre transferencia de derechos de 

créditos, sean o no instrumentos negociables. Conforme a ello, por 

entender que es contrario a derecho,30 no podemos reafirmar la 

interpretación que el Tribunal recurrido le impartió al pagaré hipotecario no 

negociable de marras, a los efectos de concluir que el Banco Popular, como 

sucesor, estaba impedido de transmitir la acreencia a un tercero, Condado 

3.  

Del mismo modo, a diferencia de la audaz interpretación del 

matrimonio Morales-Morales, el hecho que el pagaré hipotecario suscrito 

por estos no sea negociable no equivale en absoluto a que se obligaron a 

pagarle exclusivamente a Westernbank. Lo único que implica la 

compraventa o cesión de un documento de crédito no negociable es que 

no le es aplicable la Ley de Transacciones Comerciales, supra. Por 

consiguiente, la naturaleza del pagaré hipotecario no impedía que el 

Banco Popular pudiera venderlo o cederlo a un tercero, al amparo de 

la doctrina general de las obligaciones.  

 
30 Regla 40 (a) del Tribunal de Apelaciones, 4 L.P.R.A. Ap. XXII-B, R. 40 (a). 
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En el caso de autos, además, obra una Estipulación en que las 

partes consintieron la cesión de la obligación. De la Sentencia por 

Consentimiento, la cual integró por entero el acuerdo, surge que ambos 

contratantes prestaron su anuencia para que lo allí acordado obligara y 

redundara en beneficio a sus respectivos sucesores y cesionarios. La única 

condición consignada fue que cualquier cesión de derechos por parte de 

los recurridos requería el previo consentimiento escrito del Banco 

Popular.31 Cabe mencionar, que los recurridos también suscribieron un 

Acuerdo de Gravamen Mobiliario. El documento facultó a Westernbank, 

ergo Banco Popular, a traspasar el pagaré, instrumentos y documentos que 

representaran la obligación y transferir el gravamen mobiliario a un 

cesionario.32 Así pues, realizado el negocio jurídico entre el Banco 

Popular y Condado 3, quedaron transferidos el derecho hipotecario y 

la capacidad de ejecutar la hipoteca. 

Es meritorio destacar que, en este caso, los hechos reflejan que la 

cesión consentida del crédito no fue en medio de un pleito activo, sino que 

se realizó con posterioridad a la finalidad y firmeza de la Sentencia por 

Consentimiento, a favor del Banco Popular, al amparo de la Regla 35.4, 

supra. La Estipulación acogida en el dictamen ya había superado el crisol 

del Tribunal; en ese entonces, bajo el examen de la Hon. Myrta Montes 

Villalobos. Podría decirse que, en realidad, se cedió el derecho a ejecutar 

un dictamen, notificado desde el 5 de junio de 2014. Cabe señalar que, del 

expediente ante nuestra consideración, no surge que la Sentencia por 

Consentimiento haya sido objeto de un procedimiento ulterior. A esos 

efectos, el dictamen indubitadamente advino final, firme e inapelable 

desde la fecha de su registro, como mandata la norma procesal.  

En la aludida etapa postsentencia, Condado 3 gestionó la sustitución 

de parte por cesión de interés, estatuido en la Regla 22.3 de Procedimiento 

Civil.33 Cabe destacar que el referido mecanismo de sustitución en nada 

 
31 Apéndice del recurso, pág. 35, acápite 4 (b). 
32 Apéndice, págs. 11-12, acápite 11. 
33 Reza la norma procesal: «En caso de cualquier cesión de interés, podrá continuarse el 
pleito por o contra la parte original a menos que el tribunal, previa solicitud al efecto, 
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afecta los derechos sustantivos de las partes. Pereira v. I.B.E.C., 95 D.P.R. 

28, 66 (1967). Ello es así, ya que la parte que sustituye se coloca en el 

mismo lugar que la parte sustituida. Vilanova et al. v. Vilanova, et al., 

184 D.P.R. 824, 838 (2012). Como fue reseñado, la petición de sustitución 

de parte fue concedida por el Tribunal, sin objeción de los recurridos, el 13 

de febrero de 2017. 

 Luego, dentro del término de cinco años de la finalidad del 

dictamen, Condado 3 instó el proceso para ejecutar la hipoteca y el 

contrato de préstamo incumplido, al palio de la Sentencia por 

Consentimiento. Es en esta ocasión que, por primera vez, los recurridos 

comparecieron; impidiendo a destiempo y por mecanismos inadecuados la 

ejecución de una sentencia que consintieron se dictara en su contra. Con 

el resultado de facto de tornarla ineficaz. 

Sin embargo, como dijimos, a la fecha en que Condado 3 acudió al 

Tribunal, no había transcurrido todavía el término de cinco años para 

ejecutar la sentencia sin autorización del Tribunal, según es regulado en el 

ordenamiento procesal civil, por lo que muy bien hubiera podido dirigirse 

directamente a la Secretaría. Ello se desprende de la interpretación integral 

de las Reglas 51.1 y 65.2 de Procedimiento Civil.  

La Regla 51.1 de Procedimiento Civil, supra, dispone que «[l]a parte 

a cuyo favor se dicte sentencia podrá ejecutarla mediante el 

procedimiento fijado en esta Regla 51, en cualquier tiempo dentro de 

cinco (5) años de esta ser firme». (Énfasis nuestro). La norma establece 

lo relativo al procedimiento de apremio o ejecución de sentencia y le 

impone a la parte que obtiene una sentencia a su favor y desea hacerla 

efectiva mediante el procedimiento sumario de ejecución establecido a 

obrar con diligencia en su reclamo. La regla general es que las 

sentencias se ejecutan en el Tribunal de origen, donde se dictó la 

sentencia que se pretende ejecutar, en cualquier momento dentro de 

 
disponga que el(la) cesionario(a) sea sustituido(a) en el pleito o acumulado(a) a la parte 
original […]». 32 L.P.R.A. Ap. V R. 22.3. 
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los cinco años de esta ser firme. Expirado dicho término, se podrá 

ejecutar con la autorización del Tribunal, mediante moción a esos efectos 

y previa notificación a todas las partes. Igaravidez v. Ricci, supra, pág. 7.  

Por otro lado, en su parte pertinente, la Regla 65.2 de Procedimiento 

Civil establece que «[t]odas las mociones y las solicitudes presentadas 

en la Secretaría del tribunal para la expedición de mandamientos, […] 

para los cuales no sea requerida la actuación u orden del juez o jueza, 

se atenderán y despacharán por el Secretario o Secretaria […]». 32 

L.P.R.A. Ap. V, R. 65.2 (a). Todas las intervenciones de la Secretaría del 

Tribunal están sujetas a la revisión judicial; si existe causa justificada, la 

actuación del funcionario puede ser «suspendida, alterada o dejada sin 

efecto por el Tribunal». Id.  

La expedición de mandamientos de ejecución es uno de los 

actos ministeriales de la Secretaría del Tribunal. Así, «si la ejecución de 

la sentencia se realiza dentro del plazo de cinco (5) años de haberse 

dictado la sentencia, la parte victoriosa sólo tiene que presentar su 

sentencia final y firme en la Secretaría del Tribunal y obtener un 

Mandamiento de Ejecución de Sentencia para el que no se requiere 

permiso del tribunal». Cuevas Segarra, supra, T. V, pág. 1867.34 

Al armonizar ambas reglas procesales y aplicarla a los hechos del 

caso, somos del criterio que, una vez el Tribunal notificó la sustitución de 

parte en la etapa postsentencia, Condado 3 podía continuar el 

procedimiento de ejecución de sentencia ante la Secretaría de Tribunal, 

toda vez que el peticionario inició los trámites dentro del plazo de cinco 

años que dispone la Regla 51.1 de Procedimiento Civil, supra.  

Recapitulando. En la causa presente, las partes culminaron un pleito 

por cobro de dinero y ejecución de hipoteca, mediante una Sentencia por 

Consentimiento, en la cual se acogió en todas sus partes la Estipulación 

convenida por los litigantes. La Sentencia por Consentimiento estableció 

 
34 Citando a Komodidad Dist. v. S.L.G. Sánchez, Doe, 180 D.P.R. 167, 171-175 (2010) 
(Opinión Disidente). 
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los términos de la obligación dineraria, garantizada con hipoteca y 

confesada por el matrimonio Morales-Morales. Bajo juramento, estos 

autorizaron la ejecución y venta en pública subasta del bien inmueble dado 

en garantía hipotecaria. Surge también que los recurridos dieron su 

anuencia para que el Banco Popular cediera la obligación.  

Luego de la finalidad y firmeza del dictamen y como parte de una 

cartera de préstamos, el Banco Popular vendió a Condado 3 la obligación 

de los esposos Morales-Morales. El ordenamiento jurídico permite y 

fomenta la cesión de créditos, independientemente que el instrumento no 

sea negociable, puesto que lo único que ello implica es la inaplicabilidad de 

la Ley de Transacciones Comerciales.  

Oportunamente, en la etapa postsentencia, el peticionario cumplió 

con el procedimiento de sustitución de parte por cesión de interés. Así, se 

colocó en la misma posición del Banco Popular. La Sentencia por 

Consentimiento otorgó al acreedor hipotecario original y, por ende, al 

cesionario previamente consentido, el derecho a invocar todos los 

remedios disponibles, según pactados por los litigantes, incluyendo la 

solicitud de la ejecución de la Sentencia por Consentimiento, sobre cobro 

de dinero y ejecución de hipoteca, dictada a su favor, para recobrar la 

totalidad de los créditos concedidos e impagos. No albergamos duda que 

la deuda no ha sido satisfecha, por lo que, de este dictamen, sólo resta su 

ejecución. Es decir, luego de una Sentencia por Consentimiento, que ya 

resolvió la acción de cobro y ejecución de hipoteca, sólo procede que se 

ejecute el dictamen, de conformidad con lo convenido para que la acreencia 

sea satisfecha. Condado 3 inició el procedimiento de ejecución de 

sentencia dentro del término de cinco años provisto en el ordenamiento, 

por lo que no se requería la intervención del Tribunal.  

IV. 

Por los fundamentos expuestos, expedimos el auto de certiorari y 

revocamos la Resolución del Tribunal de Primera Instancia, notificada el 7 

de noviembre de 2019, en el caso número CIAC2014-0013, sobre cobro de 
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dinero y ejecución de hipoteca. En consecuencia, devolvemos el caso al 

foro de origen para la continuación de los procedimientos ulteriores 

compatibles con lo expuesto en esta Sentencia. 

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del Tribunal 

de Apelaciones.   

 

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
    Secretaria del Tribunal de Apelaciones  

 
 
 
 
 
 


